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Resumen
A lo largo de las Américas, las discusiones 

públicas sobre el delito  y las prácticas penales 
se han vuelto crecientemente punitivas aún 
cuando las luchas políticas han dado lugar a un 
amplio desplazamiento hacia la democracia 
Constitucional. En este capítulo, sugerimos 
que la difusión del discurso y la práctica se-
vera en contra del delito es, paradójicamente, 
una respuesta a los esfuerzos por expandir 
y profundizar la democracia. El discurso 
punitivo sobre el delito les resulta útil a los 
actores políticos que buscan limitar los dere-
chos sociales y formales por varias razones. 
Primero, este señala comportamientos proble-
máticos más que grupos sociales particulares, 
y de este modo parece ser consistente con las 
normas democráticas. Y al mismo tiempo, el 
discurso sobre el delito a menudo adquiere 
significados cifrados que permiten a aquellos 
que lo movilizan aprovechar la hostilidad 
intergrupal, las ansiedades y el miedo. Ade-
más, el énfasis en la amenaza del delito y el 
desorden ofrece a aquellos que buscan limitar 
la expansión de la democracia una manera de 
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Abstract
Across the Americas, public discussions 

of crime and penal practices have become 
increasingly punitive even as political stru-
ggles have resulted in a broad shift toward 
Constitutional democracy. In this chapter, we 
suggest that the spread of tough anti-crime 
talk and practice is, paradoxically, a response 
to efforts to expand and deepen democracy. 
Punitive crime talk is useful to political actors 
seeking to limit formal and social citizenship 
rights for several reasons. First, it ostensibly 
targets problematic behaviour rather than 
particular social groups, and thus appears to 
be consistent with democratic norms. At the 
same time, crime talk often acquires coded 
meanings that enable those who mobilize it 
to tap into inter-group hostility, anxieties, 
and fear. In addition, the emphasis on the 
threat of crime and disorder offers those see-
king to limit democratic expansion a way to 
legitimate truncated visions of the rights and 
entitlements of citizenship. Tough anti-crime 
rhetoric often resonates with those who have 
experienced or fear the loss of symbolic and/
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Introducción

Muchos investigadores han dado a conocer 
el relativamente reciente y dramático retorno 
a los gobiernos liberales y democráticos en 
América Latina (Agüero y Stark, 1998; Brysk, 
2000; Diamond 1999; Farer 1995; Karl, 
1990; O´Donnell, 1993, 2004; O´Donnell & 
Schmitter, 1986). Como declaró un reporte 
reciente del Programa sobre Desarrollo de las 
Naciones Unidas 

“Los 18 países latinoamericanos1… hoy completan 
los requerimientos de un régimen democrático; de 
estos solo tres vivían bajo regímenes democráticos 
hace 25 años” (UNDP, 2004). 

El retorno a la democracia constitucional 
fue un parteaguas para gran parte de América 

1 Las 18 naciones examinadas incluyen: Argentina, 
Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Repú-
blica Dominicana, Ecuador, El Salvador, Guatemala, 
Honduras, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, 
Uruguay y Venezuela. Cuba, por supuesto, sigue siendo 
la excepción a esta tendencia regional. 
2 Muchas de estas instituciones y leyes han tenido efectos 
prácticos muy limitados, aunque un examen riguroso de 

Latina en los últimos 25 años. No solo ese 
cambio (re)estableció el sufragio universal 
como base del gobierno sino que también, y 
quizás más significativo para nuestros propó-
sitos aquí, el resurgimiento de la democracia 
constitucional estuvo acompañado por es-
fuerzos sin precedentes para incluir histórica-
mente a grupos desempoderados, incluyendo 
a mujeres, minorías étnicas y raciales y a los 
pobres en el proceso político. Estos esfuerzos 
han tomado varias formas, y varían enorme-
mente en su efectividad, pero han incluido el 
reconocimiento oficial de lenguajes, culturas y 
prácticas jurídicas indígenas, y la creación de 
agencias estatales para defender los derechos 
humanos, redistribuir tierras o bien reparar 
desigualdades históricas.2

porqué eso sucedió se encuentra más allá del alcance 
de este capítulo. Sin embargo, su creación en medio 
de los intensos reclamos de los movimientos sociales 
orientados a la reforma, y la apertura a la discusión de 
estos problemas después de décadas (o considerando a 
indígenas, siglos) de silencio oficial, es en sí mismo un 
paso significativo en el proceso de democratización. 

˙˙˙
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legitimar visiones truncadas de los derechos 
y beneficios adquiridos de ciudadanía. La 
retórica severa en contra del delito resuena a 
menudo en aquellos que han experimentado o 
temido la pérdida de los beneficios simbólicos 
y/o materiales como resultado de una reforma 
democrática. En síntesis, el amplio cambio 
hacia la hiper-penalidad es, al menos en parte, 
una consecuencia de las luchas por la demo-
cracia política, la ciudadanía y la governance 
a lo largo y ancho de las Américas.

Palabras clave: democratización – derechos 
de ciudadanía – hiper-penalidad

or material benefits as a result of democratic 
reform. In short, the broad shift toward hy-
perpenality is, at least in part, a consequence 
of struggles over political democracy, citizen-
ship and governance across the Americas.

Key words: democratisation, citizenship 
rights, hiperpenality
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También en los Estados Unidos, las últimas 
décadas han sido testigo de un esfuerzo signifi-
cativo para expandir y profundizar la democra-
cia, y en particular para extender el derecho al 
voto a grupos previamente excluidos. A pesar 
de que la 15va enmienda prohibió la negación 
del derecho al voto en base a la raza, las cortes 
estatales sin embargo permitieron a los estados 
del sur la imposición de impuestos para votar,3 
pruebas de alfabetización, la denominada 
“clausula del abuelo”4 y otros dispositivos para 
privar efectivamente del derecho al voto a mu-
chos afro–americanos. No fue hasta la década 
de 1960, como resultado del movimiento por 
los derechos civiles, que esta y otras formas 
de exclusión democrática fueron finalmente, 
aunque no por completo, eliminadas.5 

Por supuesto, la definición de democracia es 
fuertemente debatida. A pesar que la mayoría 
de la literatura académica acepta la noción 
Shumpeteriana de elecciones libres y justas 
a través del sufragio universal como consti-
tutiva de la democracia, está  extensamente 
reconocido que la democracia varía en calidad 
y profundidad. En aquellas llamadas democra-
cias “débiles” y de “baja intensidad”, los dere-
chos formales son extensamente reconocidos 
pero la participación política queda limitada 
por factores tanto legales como extra–legales, 
y la obligación estatal de asegurar los dere-
chos sociales y políticos básicos es mínima 
(ver especialmente O´Donnell, 1993). Por 
el contrario, la democracia “profunda” está 
caracterizada por una participación completa 
en los procesos políticos, especialmente de las 

mujeres y minorías; altos niveles de confianza 
en las instituciones públicas, particularmente 
entre aquellos que históricamente se han ubi-
cado en una posición social desaventajada; y la 
institucionalización de la obligación del Estado 
de asegurar los derechos sociales y políticos 
básicos de aquellos que se encuentran en po-
siciones de marginalidad (ver Schedler, 1998; 
Shifer, 1997). La democratización, entonces, 
no es un punto final o una escala única sobre 
la cual se pueda medir fácilmente a los países, 
sino un conjunto de procesos complejos que 
involucran múltiples facetas de las relaciones 
estado–sociedad que han sido y continúan 
siendo objeto de una intenso debate político. 

Si bien el retorno de ciertas formas consti-
tucionales de democracia en América Latina 
y la eliminación de barreras formales para la 
participación política en los Estados Unidos 
no significaron el establecimiento de una 
democracia más “profunda” a lo largo del 
hemisferio, este desarrollo es, sin embargo, 
altamente significativo. Paradójicamente, sin 
embargo, las luchas políticas por la democra-
tización han sido acompañadas por demandas 
cada vez más estridentes por medidas más 
severas en contra del delito. De hecho, la 
retórica y las prácticas en contra del delito 
se han vuelto crecientemente severas en las 
Américas. Los índices de encarcelamiento 
aumentaron más drásticamente en Estados 
Unidos, alcanzando un asombroso 751 sobre 
100 000 habitantes al final de 2006 (Interna-
cional Centre for Prision Studies, s/f).6 Pero 
el uso de las prisiones también ha aumentado 

3 NdeT: Los denominados “poll taxes” eran impuestos 
que habilitaban el ejercicio del derecho a voto que de 
facto limitaban el voto de la población afroamericana 
luego de la abolición de la esclavitud en los estados del 
sur de Estados Unidos.
4 NdeT: La denominada “grandfather clause” fue in-
troducida en 1898 en el estado de Luisiana y luego se 
extendió a otros 7 estados del sur de los Estados Uni-
dos. Establecía que todos los varones o descendientes 
directos de varones (padres o abuelos) que ejercían el 
derecho a voto antes de 1867 no debían cumplir con los 

requerimientos establecidos de educación, propiedad 
o pago de impuestos para ejercer el derecho a voto. 
Esto permitió a todos los varones blancos ejercer el 
derecho a voto, mientras los limito severamente para 
las personas negras.
5 Como Manza y Uggen (2006) señalaron, las leyes de 
privación del sufragio a sujetos acusados de delitos graves 
ha quedado en muchos Estados, y constituye la última 
barrera importante para el sufragio universal en EEUU.
6 Esta información está disponible online en http://
www.prisionstudies.org/
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en todos menos en un país latinoamericano en 
los últimos años7 (ver tabla 1; y ver también 
Human Rights Watch World Report, 2005, 
The Economist, 2004a, 2004b; Ungar, 2003; 
Walmsley, 2001). Como ilustran las figuras 
de la tabla 1, hay una variación importante 

en los índices de encarcelamiento y en el 
grado en que estos han aumentado en América 
Latina. Sin embargo, la tendencia general es 
bastante clara: las tasas de encarcelamiento 
han aumentado en promedio un 62 % en la 
última década.

7 En Venezuela, las tasas de encarcelamiento han caí-
do, pero las condiciones de detención se han deteriora-
do significativamente (ver Birkbeck & Perez–Santia-
go, 2004; Human Rights Watch, 1997).

Tabla 1. Cambios en la Tasa de Encarcelamiento en Latinoamérica, 1992 – 2005. 

País	                         1992–1993       2005–2008       Cambio porcentual (%)
Argentina	                          63	                  154	           144,4
Belice	                         310	                  460	             48,4
Bolivia	                           71	                    82	             15,5
Brasil	                           74	                  219	           195,9
Chile 	                         155	                  279	             80,0
Colombia	                        100	                  134	             34,0
Costa Rica	         105	                  181	             72,4
El Salvador	           99	                  174	             75,8
Ecuador	                           74	                    94	             27,0
Guayana Francesa	         241	                  365	             51,5
Guayana	                         174	                  260	             49,4
Guatemala	           56	                    57	               1,8
Honduras	                        110	                  161	             46,4
México	                           98	                  198	           102,0
Nicaragua	           85	                  114	             34,1
Panamá	                         178	                  337	             89,3
Paraguay	                          60	                    96	             60,0
Perú	                           71	                  139	             95,8
Surinam	                         308	                  356	             15,6
Uruguay	                           97	                  193	             99,0
Venezuela	         111	                    77	           –30,6

Notas: los datos son compilados por el International Centre for Prision Studies, King’s Collage Universidad de 
Londres y están disponibles en http://www.prisonstudies.org/. Allí se presentan cuadros más recientes. Se accedió 
a ellos el 7 de Marzo de 2008. 

Aunque resultan importantes, las tasas de 
encarcelamiento son solo una medida de la 
tendencia hacia una retórica y una práctica 
penal más severa que estamos remarcando 
aquí. En algunos países como Guatemala, 
el crecimiento de la punitividad se apoya en 
cambio en prácticas policiales más agresivas 
más que en la expansión de la prisión. De 
hecho, la actividad policial basada en el 
modelo de la “tolerancia cero” es creciente-

mente popular en ciudades tanto de América 
del Norte como del Sur (de Palma, 2002; 
Harcourt, 2001; Herbert, 2001; Smith, 2001, 
Wacquant, 2003a). De manera similar, a pesar 
de las recientes controversias que rodean la 
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administración de la pena de muerte en Esta-
dos Unidos, los reclamos por la restitución y/o 
aplicación de la pena capital son abundantes 
en América Latina (Cevallos, 2004; Sarat, 
2002; Sheridan, 1998). A nivel retórico, los 
candidatos a cargos electivos en América 
Latina, frecuentemente luchan por un puesto 
presentándose como el más severo en materia 
penal, a veces haciéndose eco (y aumentan-
do) las manifestaciones más severas sobre 
el delito de sus equivalentes en EEUU. No 
poco frecuentemente, estos políticos se unen 
a los familiares de víctimas por el reclamo de 
una actividad policial que siga el modelo de 
la tolerancia cero, por sentencias más largas 
ante un abanico de delitos, y por un uso más 
expandido o expeditivo de la pena de muerte.8 
Por ejemplo, en las elecciones presidenciales 
de Argentina en 2003, el candidato Enrique 
Venturino, presentó la plataforma de su can-
didatura con el slogan “Ley, orden y puño de 
hierro”. Para no quedarse atrás con la declara-
ción del apoyo a la tolerancia cero, Venturino 
reclamó una “triple tolerancia cero” (Ventu-
rino, 2003). En Chile, durante la campaña 
presidencial del otoño de 2005, el candidato 
Joaquín Lavín reclamó una ley de “three stri-
kes you’re out” (Dammert, 2005), por el cual 
su oponente socialista, la presidenta Michelle 
Bachelet, respondió invocando a la política de 
“one strike you’re out” (Toro, 2005).

Los políticos no son los únicos preocupados 
por la penalidad. A lo largo de América Latina, 
aparentemente, los discursos punitivos sobre 
el delito abundan tanto entre los ciudadanos 
(Caldeira, 2000) como en el discurso oficial 
(Chevigny, 2003). Las encuestas de opinión 

indican que el delito y la inseguridad a me-
nudo encabezan la lista de las principales 
preocupaciones públicas en muchos países de 
América Latina.9 (Chevigny, 2003; Dammert, 
2001; Dammert y Malone, 2003), como fue el 
caso de EEUU en las décadas de 1980 y 1990 
(Beckett, 1997; Garland, 2001).

Este gran cambio es, por supuesto, comple-
jo y variable; a pesar de que los contornos de 
esta tendencia pueden ser distinguidos, hay 
excepciones indudables y contradicciones 
dentro del patrón general. En Estados Unidos, 
por ejemplo, hay signos de que la extensa 
tendencia hacia la hiperpenalidad ha creado 
presiones fiscales significativas a los gobier-
nos estatales y locales; y esta presión fiscal ha 
creado oportunidades para aquellos en busca 
de la flexibilización de algunas de las políticas 
más draconianas en contra del delito. A pesar 
de que nos concentramos en el gran cambio 
hacia la hiperpenalidad, reconocemos que las 
prácticas penales varían significativamente 
a través de las fronteras e incluso dentro de 
una misma jurisdicción. De manera similar, 
concentrándonos en la tendencia hacia la 
“hiperpenalidad”, reconocemos que estamos 
dejando de lado las múltiples diferencias entre 
los casos de América Latina y que corremos 
el riesgo de oscurecer los desarrollos penales 
que pueden ser expresiones de algo más que 
la punitividad. Es más, porque no analizamos 
las especificidades históricas y culturales de 
cada país, nos encontramos incapacitadas de 
explicar los resultados particulares de cada 
localidad y las múltiples e importantes for-
mas en las cuales divergen las prácticas y la 
retórica penales (Melossi, 2001).

8 Ver, por ejemplo, Human Rights Watch World Report, 
2005; The Economist, 2004a, 2004b: p.53. 
9 El Latinobarómetro provee una completa fuente de 
información sobre la opinión pública respecto de pro-
blemáticas relacionadas con la democracia y las po-
líticas públicas, incluyendo la seguridad ciudadana. 

Comenzando en 1995, se llevaron a cabo sobre esta 
región encuestas anuales; el delito ocupa consistente-
mente los primeros lugares en la lista de los problemas 
más importantes, pero hay variaciones significativas 
según los países a través del tiempo. Esta base de datos 
puede ser consultada en www.latinobarómetro.org
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Sin embargo, sostenemos que un cambio 
general hacia lo que Loic Wacquant denomina 
“hiperpenalidad”, los investigadores de Amé-
rica Latina apodan “mano dura” (el puño de 
hierro), y a lo que nosotros referimos como 
“punitividad” en la retórica y la práctica pe-
nal contra el delito, está en marcha. Además, 
buscamos explicar la aparentemente paradó-
jica coincidencia de movimientos de alguna 
manera exitosos hacia la democratización y el 
ascenso de un discurso y una práctica severos 
y excluyentes a lo largo del hemisferio.  

Por “punitivo” referimos a las prácticas y 
políticas en contra del delito que buscan intensi-
ficar el dolor asociado al castigo, intensificando 
su severidad y/o duración, o incrementando su 
aplicación (ver Matthews, 2005). Los ejemplos 
incluyen la sanción de leyes de “three strikes”, 
políticas de mínimos de sentencias obligatorias, 
encarcelamiento bajo condiciones delibera-
damente nocivas, esfuerzos para aumentar la 
aplicación de la pena de muerte, tolerancia a la 
brutalidad policial o a la violencia extralegal en 
contra de quienes se sospecha que han cometido 
crímenes, y la flexibilización de los estándares 
del debido proceso. También tratamos la retóri-
ca política que deshumaniza a aquellos asocia-
dos con el crimen y reclama una expansión del 
aparato coercitivo del estado como un indicador 
del gran cambio hacia la punitividad. A pesar de 
que los efectos de este tipo de retórica sobre las 
instituciones de la justicia criminal y las prácti-
cas penales son variables y complejas, nuestros 
estudios de casos sugieren que la retórica severa 
contra el delito a menudo tiene consecuencias 
políticas y simbólicas importantes. 

Irónicamente, en muchos de los países en 
los cuales la “hiperpenalidad” es más eviden-
te, también se han experimentado esfuerzos 
significativos y exitosos en muchos sentidos 
para democratizar y expandir los derechos ciu-
dadanos durante el período investigado. Unos 
cuantos casos, explorados más completamente 
a continuación en este capítulo, ilustran la co-

incidencia de la democratización y del cambio 
hacia la “mano dura” en las Américas. 

Brasil. Así como Brasil se ha vuelto un 
campeón global en derechos humanos y un 
pilar regional del desarrollo democrático, ha 
lanzado en sus asentamientos marginales lo 
que Loic Wacquant denomina “una verdadera 
dictadura sobre los pobres” (2003:200). Para 
la mayoría de las perspectivas, las prácticas de 
violencia policial se han intensificado desde el 
retorno a la democracia constitucional a fines 
de los años ‘80. Hoy, disfrutan una tolerancia 
extendida entre la población desgarrada por 
el miedo al delito (Caldeira, 2000; Wacquant, 
2003; Zaluar, 2000). En un incidente en marzo 
de 2005, 29 personas fueron baleadas en la fa-
vela de Baixada Fluminense por un escuadrón 
de la muerte errante que se cree que estaba 
formado por miembros de la policía militar 
de Río. Para diciembre de 2005, nadie había 
sido acusado por este incidente, que fue la 
masacre más grande de la historia de Río. 
Como informó Amnistía Internacional (2005): 

“Los asesinatos de los escuadrones de la muerte son 
rutina y orden del día en Baixada Fluminense, y esta 
masacre solo se distingue de otros asesinatos por el 
alto e inusual número de víctimas.”

La respuesta estatal a la criminalidad per-
cibida no está limitada a tácticas extralegales. 
La actividad policial está tan abiertamente 
dirigida en contra de los residentes de la favela 
que, según Amnistía Internacional, la policía 
militar de Río de Janeiro ha establecido un 
campo de entrenamiento permanente en una 
favela. En estas redadas, los allanamientos 
colectivos y las ordenes de arresto son uti-
lizadas a veces para justificar indiscrimina-
damente acciones en contra de comunidades 
enteras (Amnistía Internacional, 2005). 
Como resultado, en parte, de la imposición 
de sentencias más severas para crímenes 
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menos graves (Amnistía Internacional, 2002; 
Rolim, 2006) y de las razzias en las áreas 
marginales (Amnistía Internacional, 2005), el 
índice de encarcelamiento ha aumentado más 
del 200 % desde 1992 (ver Tabla 1). Según 
Marcos Rolim, la población encarcelada de 
Brasil está aumentando aproximadamente 
de a 42000 internos por año (2006: 16) No 
solo son más ciudadanos brasileños los que 
acaban detrás de las rejas, sino que muchos de 
ellos se ven sometidos a un tratamiento cada 
vez más severo mientas están ahí dentro: la 
superpoblación ha producido condiciones de 
encarcelamiento declaradas “infrahumanas” 
por el Relator Especial sobre la Tortura de 
las Naciones Unidas (Amnistía Internacional, 
2002) y las recientes reformas han dado a las 
autoridades mayores posibilidades de man-
tener a los presos en confinamiento solitario, 
entre otras cosas (Rolim, 2006).10

Guatemala. En Guatemala, la firma de los 
Acuerdos de Paz de 1996 anunció el fin de 
la guerra civil que se extendió por 36 años y 
comprometió al país a ser objeto de reformas 
que pretendían compensar desigualdades his-
tóricas y marcar el comienzo de una democra-
cia pluricultural y multiétnica caracterizada 
por la participación de grupos antes margina-
dos. En este contexto, las prácticas estatales 
en contra del crimen han tomado un giro brus-
camente punitivo, incluyendo la expansión 
de la pena de muerte (Human Rights Watch, 
1999), la construcción de cárceles de máxima 
seguridad11 y la militarización de la actividad 
policial doméstica. Guatemala también ha se-

guido a sus vecinos en la instauración de una 
legislación severa en contra de las pandillas. 
Apodadas “Plan Escoba” y “Plan Aspiradora” 
—con alusiones deliberadas a la extracción de 
basura— las políticas de control del crimen de 
Guatemala se caracterizan por razzias en las 
áreas de bajos ingresos y por la detención de 
jóvenes basadas en su apariencia12 (La Hora, 
2003). El fin de la guerra no significó el fin de 
la violencia. Por el contrario, las tasas actuales 
de homicidio son más altas que las existentes 
durante los años finales del conflicto. En este 
contexto, resurgieron el vigilantismo y los 
esfuerzos para la “limpieza social” (Godoy, 
2006): “Eliminar la rabia matando a los 
perros que tienen la enfermedad”, se leía de 
los panfletos dejados en los cuerpos de los 
supuestos “criminales” encontrados muertos 
por un tiro en la cabeza cerca de la ciudad de 
Quetzaltenango (Debusmann, 2006). 

Estados Unidos. También en Estados 
Unidos, el discurso severo en torno al delito 
(Sasson, 1995) y la adopción de políticas 
punitivas en contra del delito siguieron poco 
después del movimiento por los derechos 
civiles y a la extensión de los derechos de 
ciudadanía y la igualdad legal para los grupos 
formalmente excluidos, particularmente los 
afro–americanos. En efecto, los movimientos 
sociales responsables de esta expansión y 
profundización de la democracia dispararon 
una reacción que ha dominado las políticas de 
EEUU en las últimas décadas (Edsall y Edsall, 
1991; Omi y Winant, 1986). 

10 Rolim también señala que las recientes reformas 
aprobadas por la administración de izquierda de Lula, 
extendieron la duración máxima de tiempo durante el 
cual un preso puede ser mantenido en aislamiento de 
30 a 720 días (2006:17).
11 La construcción de estas unidades de alta seguridad 
está en marcha y nos conduce a sospechar que los ín-
dices de encarcelamiento, a pesar que aún son compa-

rativamente bajos, posiblemente aumentarán significa-
tivamente en un futuro cercano. 
12 En Guatemala, las características físicas asociadas a 
la criminalidad no están relacionadas con la identidad 
étnica per se, sino con los indicadores de estilo que se 
le imputan a los miembros de las pandillas. En Améri-
ca Central, el uso de tatuajes a menudo es considerado 
como un indicador de la participación en una pandilla 
y puede, en sí mismo, servir como base para el arresto. 
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Desde la década de 1960, las manifestacio-
nes acerca de la necesidad de mayor severidad 
en contra del delito han sido una marca del 
discurso político nacional, y los miembros del 
público se han vuelto más proclives a apoyar 
las políticas punitivas como la pena de muerte 
y las leyes sobre sentencia de “three–strikes 
and you are out” (Beckett, 1997; Garland 
2001; Simon, 2007). Los legisladores (locales, 
estatales y federales) han ampliado las defini-
ciones del delito, intensificado los esfuerzos 
para el cumplimiento de la ley, prolongado las 
sentencias de encarcelamiento y restaurado la 
pena capital (Beckett y Sasson, 2004; Garland, 
2001; Mauer, 1999; Simon, 1997, 2007; Tonry, 
1995). Más recientemente, la actividad policial 
bajo el modelo de las “ventanas rotas”— a la 
cual se refiere a menudo como “tolerancia 
cero”— se ha vuelto cada vez más popular en-
tre los funcionarios y agentes policiales (Fagan 
y Davis, 2000; Harcourt, 2001; Herbert, 2001; 
Wacquant, 2003), y el problema persistente de 
la brutalidad policial parece haber empeorado 
en este contexto (Harcourt, 2001; ver también 
Amnistía Internacional, 1996; Human Rights 
Watch, 1998).13 Al mismo tiempo, un aumento 
en el número de delitos por los cuales se puede 
deportar al autor  y la intensificación del sis-
tema de vigilancia del Servicio Nacional de 
Investigación, significa que números récord de 
inmigrantes han sido detenidos y deportados 

(Dow, 2004; Welch, 2002). Como resultado 
de estos y otros desarrollos, el sistema de la 
justicia criminal de EEUU se ha expandido 
dramáticamente.14 

En este artículo, exploramos la paradójica 
coincidencia de las luchas exitosas, aunque 
sea parcialmente, por la democratización y 
el cambio hacia una retórica y una prácti-
ca más punitiva en contra del delito en las 
Américas.  Por supuesto, existen diferencias 
importantes entre los casos latinoamericanos 
y los desarrollos en Estados Unidos discuti-
dos anteriormente. Una de las más notables 
es el hecho de que EEUU ahora cuenta con 
el índice de encarcelamiento más alto del 
mundo (Sentencing Proyect, 2004b). Otra es 
la tolerancia extendida en Brasil y Guatemala 
a la violencia extra–legal en contra del delito 
—vigilantismo— cometida por las fuerzas pri-
vadas o por miembros de las fuerzas públicas 
de seguridad fuera de servicio. En los EEUU, 
actos semejantes de “limpieza social” son ex-
traños y aunque la violencia policial está bien 
registrada, la frecuencia y la apertura con que 
las respuestas extra–legales contra individuos 
percibidos como delincuentes son mucho ma-
yores en América Latina.15 Las tasas del delito 
también varían significativamente: tanto Brasil 
como Guatemala (y de hecho muchos, pero 
no todos los países de América Latina) han 
experimentado aumentos rápidos en el delito, 

13  Previo a la expansión de la adopción del tipo de ac-
tividad policial correspondiente al modelo de las ven-
tanas rotas, los investigadores estiman que entre el 1 % 
y el 5 % de los encuentros policiales con sospechosos 
de haber cometido delitos implican un uso excesivo de 
la fuerza; los negros y los latinos son, por mucho, los 
que denuncian estas experiencias en comparación a los 
blancos (Walter, Spohn, y DeLone, 1996). La imple-
mentación de la actividad policial siguiendo el modelo 
de ventanas rotas / tolerancia cero parece haber em-
peorado este problema. En la ciudad de Nueva York, 
por ejemplo, las acusaciones de mala conducta policial 
aumentaron un 68 % en los tres primeros años de la im-
plementación de la estrategia de policía orientada hacia 

la “calidad de vida” y, comparativamente, se mantuvo 
alto a fines de los `90 (Harcourt, 2001:167–168).
14 Los negros y los latinos han sido afectados despro-
porcionadamente por esos desarrollos: el índice de 
encarcelamiento de negros, por ejemplo, es aproxima-
damente siete veces más alto que el índice de blancos 
no–hispanos (Sentencing Proyect, 2004a). Investiga-
ciones recientes sugieren que el 30 % de los hombres 
negros nacidos entre 1965 y 1969 sin educación uni-
versitaria y cerca del 60 % de aquellos que no se gra-
duaron de la escuela secundaria estuvieron en prisión 
para 1999 (Pettit & Western, 2004).
15 Para una discusión detallada sobre cómo la violen-
cia policial en Brasil difiere de la violencia policial en 
EEUU, ver Houston y Caldeira (1998).
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mientras que los índices del crimen han caído 
en EEUU en las últimas dos décadas.

Fuera de estas y otras diferencias, puede 
discernirse un gran cambio hacia la “mano 
dura” en las Américas. A pesar que muchos 
investigadores han examinado las tenden-
cias en la política de justicia criminal en los 
EEUU y, crecientemente también en Europa 
Occidental, muy pocos se han esforzado en 
explicar las similitudes emergentes entre 
América del Sur y del Norte. En este capítulo, 
adoptamos una perspectiva transnacional, que 
abarca el Norte y el Sur globales y pone en 
primer plano la relación entre la democratiza-
ción y la hiperpenalidad.16 Dado el límite de 
espacio, ilustramos nuestra tesis con ejemplos 
extraídos de las economías más extendidas 
de América del Sur, Central y Norte (Brasil, 
Guatemala y los EEUU), a pesar de que 
creemos que los signos de la misma tenden-
cia pueden ser detectados también en otros 
países.17 Nuestro artículo intenta sugerir más 
que concluir. Claramente, es necesaria una 
cuidadosa investigación empírica en múltiples 
contextos para un tratamiento más completo 
sobre la aplicabilidad de nuestro argumento 
y para desentrañar más profundamente los 
procesos políticos que parecen estimular la 
punitividad en el contexto de las luchas por 
la democratización. 

Este artículo se estructura alrededor de dos 
propósitos principales. El primero consiste 
en considerar como las fuerzas sociales que 

son identificadas como importantes por los 
investigadores cuyos trabajos se centran en 
el Norte echan luz sobre desarrollos recientes 
en América Latina. Por tanto, empezamos 
examinando las explicaciones existentes de la 
tendencia a la hiperpenalidad, la mayoría de 
las cuales han surgido sobre la base de com-
paraciones entre EEUU y Europa Occidental 
y por lo tanto poseen una aplicabilidad algo 
limitada para nuestro análisis. Sin embargo, 
nuestra revisión de esta literatura identifica 
dos dinámicas interrelacionadas que sí van 
más allá de la división Norte–Sur: el acelera-
miento de la globalización y la intensificación 
de sus efectos ontológicos, y el ascenso del 
neoliberalismo.  Estos desarrollos son enton-
ces, junto con la democratización, bastante 
plausibles de relacionarse con la emergencia 
de la retórica y la práctica hiperpenal en las 
Américas. Discutimos, al mismo tiempo, 
que ninguna de estas fuerzas sociales y estos 
procesos pueden, por sí mismos, explicar el 
ascenso político del discurso y la política 
punitivista sobre el delito y la popularidad de 
esta retórica y estas prácticas entre muchos 
miembros del público. 

Nuestra segunda sección se centra en tres 
casos americanos para identificar la causa 
más inmediata del cambio hacia la mano dura. 
Nuestro análisis indica que las luchas políticas 
por la democracia han disparado un contragol-
pe a la democratización, uno que a menudo es 
formulado en términos, y legitimado a través, 

16 Algunos investigadores también han explorado la 
conexión entre democracia y penalidad, aunque de 
formas que difieren un tanto de nuestro acercamiento. 
Por ejemplo, Jonathan Simon (2000) exploró como los 
reformistas el siglo XVIII imaginaron una ley criminal 
post–monarquía. Vanesa Barker (2006) exploró la rela-
ción entre el régimen de gobierno del Estado de EEUU 
y sus resultados penales. En un análisis más similar al 
nuestro, Jeff Manza y Chris Uggen (2006) investigaron 
la relación entre la expansión del derecho al voto y la 
subsecuente adopción de estatutos de privación del su-
fragio a los acusados de haber cometido delitos graves. 

Manza y Uggen muestran que en EEUU la adopción 
de dichos estatutos ha provocado la expansión previa 
de la licencia para excluir formalmente a grupos, y que 
el predictor más fuerte de si el estado adoptara ese es-
tatuto en el período posterior a la Guerra Civil era el 
tamaño de su propia población no–blanca. 
17 Por ejemplo, tras los disturbios de la crisis econó-
mica de 2001, Argentina experimentó un contragolpe 
punitivo (ver Dammert, 2001; Dammert & Malone, 
2002). De manera similar, investigadores han docu-
mentado tendencias parecidas en Colombia (ver Ca-
rrión, 2004).
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de un énfasis retórico en la amenaza del cri-
men —particularmente en el crimen que está 
simbólica y retóricamente relacionado con los 
grupos sociales que realizan reclamos al Esta-
do. Esta estrategia retórica ha llevado, a su vez, 
a la adopción de diversas prácticas punitivas 
en contra del crimen descriptas anteriormente, 
a pesar de que las expresiones institucionales 
de este discurso político varían de acuerdo a 
condiciones y circunstancias locales. Además, 

sugerimos que la expansión de los derechos 
de la ciudadanía puede ayudar a explicar la 
popularidad del discurso punitivo en contra del 
crimen entre importantes sectores del público: 
esta retórica resuena en grupos sociales que han 
incurrido, o que temen incurrir, en pérdidas 
materiales o simbólicas como resultado de la 
democratización. Nuestra conclusión resume 
este argumento y considera sus implicancias 
teóricas y empíricas.

Explicando la hiperpenalidad
 
Muchos analistas han presentado explica-

ciones acerca de una convergencia amplia en 
torno a la retórica y practica dura contra el 
delito en el Norte global.18  En lo que sigue, 
consideramos estas explicaciones alternati-

vas y unimos puntos de vista que surgen de 
ellas, que dan forma a nuestro análisis de la 
democratización y la emergencia de la hiper-
penalidad en tres países de América.

18 Como afirman Newburn y Jones (2005), gran parte de 
esta convergencia ha ocurrido en el nivel simbólico y 
retórico. Aunque las implicaciones de esta convergencia 
en torno a la retórica severa en contra del delito para la 
política y la práctica penal varían, esta convergencia retó-
rica a menudo tiene consecuencias políticas importantes.
19 Tampoco está claro que las tasas de delitos en Es-
tados Unidos, en general, hayan aumentado en las 
décadas de 1970 y 1980. Muchos investigadores han 

El rol del delito

De acuerdo a una escuela de pensamiento, 
el pronunciado giro hacia la hiperpenalidad 
es, en parte, función de los incrementos en el 
número de comportamientos delictivos (Ver 
Garland, 2001; Young, 1999). A pesar del 
atractivo intuitivo de esta explicación, de la 
existencia de casos en los que estas parecen 
haber sido tendencias concomitantes, y de la 
severidad del problema del crimen en algunos 
países latinoamericanos, las tasas de delito no 
pueden explicar por sí mismas la punitividad 
creciente a lo largo de las Américas. En los 
Estados Unidos, por ejemplo, las tasas de 
encarcelamiento y de supervisión por parte 

de la justicia criminal siguen aumentando aun 
cuando las tasas de delito cayeron durante casi 
dos décadas (Becket y Sasson, 2004; Manza 
y Uggen, 2006).19 De modo similar, como 
muestra el gráfico 1, los cambios en las tasas 
de encarcelamiento en Latinoamérica no se 
corresponden necesariamente con cambios en 
los índices de criminalidad, al menos tal como 
son medidos por las tasas de homicidios. En 
México y Colombia, por ejemplo, las tasas de 
homicidios descendieron en los últimos años, 
aun cuando la tasa de encarcelamiento creció 
significativamente. 

concluido que el aumento de la criminalidad sugerido 
por el “Programa de Registro Uniforme del Delito del 
FBI” fue en gran parte consecuencia de dos desarrollos 
principales: los miembros del publico comenzaron a 
ser mas propensos a denunciar su victimización a la 
policía (McCord, 1997), y a su vez la policia empezó a 
registrar estas denuncias y a intercambiar sus informes 
con el FBI (Bogges y Bound, 1993; O’Brien, 1996)  
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Cuadro 1. Cambios porcentuales en las tasas de homicidios y encarcelamiento, países escogi-
dos de America Latina, 1992/3–2005/8. Notas: Los datos de encarcelamiento fueron tomados 
del International Centre for Prision Studies, King’s Collage, Universidad de Londres y están 
disponibles en http://www.prisonstudies.org/. Los datos sobre homicidios fueron tomados de 
la Organización Panamericana de la Salud, Área de Análisis de Salud y Sistemas de Infor-
mación, Base de Datos Regional de Mortalidad PAHO, 2004 revisión (2005). Datos actuales 
sobre homicidios para Guatemala no están disponibles.

Otra posibilidad es que los Estados Uni-
dos hayan “exportado” sus políticas a otros 
países y que esta transferencia de políticas 
explique alguna de las convergencias en 
la retórica y practicas penales. Newburn 
(2002) y Newburn y Jones (2005), por ejem-
plo, han mostrado como las innovaciones 

Por ejemplo, en Chile y Costa Rica donde 
las tasas de homicidios están entre las más 
bajas del hemisferio,20 las demandas por “ley 
y orden” abundan, y las tasas de encarcela-
miento han aumentado. En definitiva, el agra-

20 De acuerdo a la Organización Panamericana de la 
Salud, la tasa de homicidios era de 5,63 cada 100 000 
habitantes en Chile y 6,2 cada 100.000 habitantes en 
Costa Rica en 2002, aún cuando estos países habían al-
canzado una de las mas altas tasas de encarcelamiento 
en América Latina. En comparación, fueron registra-
das tasas de homicidios para Colombia y El Salvador 

de 84,6 y 43,4 (respectivamente) para ese año (Orga-
nización Panamericana de la Salud, Área de Análisis 
de Salud y Sistemas de Información, Base de Datos 
Regional de Mortalidad PAHO, 2004 revisión (2005) 
Estos datos están disponibles online en http://paho.org/
English/SHA/coredata/tabulator/newTabulator.htm

El rol de la exportación de políticas públicas

estadounidenses en política criminal y las 
controversias acerca del crimen  han dado 
forma a la retórica, y en menor medida, a la 
práctica penal en el Reino Unido. De modo 
similar, Wacquant (2003a) hace hincapié en 
el rol de los expertos estadounidenses en la 
exportación de políticas en contra del delito 

vamiento o severidad del problema del crimen 
no puede, en y por si mismo, explicar la 
tendencia hacia el aumento de la punitividad, 
aunque puede ser un factor en algunos países.  
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tinoamericanos (particularmente con respecto 
al terrorismo y el tráfico de drogas),21 la am-
plitud de los cambios de política en marcha en 
América Latina y la popularidad del discurso 
en torno al delito tanto entre políticos como 
en el publico, sugieren que dinámicas locales 
están alimentando también la tendencia hacia 
la hiperpenalidad. Nuestro objetivo es arrojar 
luz sobre estas dinámicas internas que hacen 
atractivas las políticas y prácticas exportadas 
por las empresas consultoras de seguridad y 
think–tanks estadounidenses a los funciona-
rios policiales latinoamericanos.

“made in Usa”, particularmente el modelo de 
actividad policial basado en la tolerancia cero. 
Aún cuando indudablemente la transferencia 
de políticas ha ocurrido, la misma no puede 
dar cuenta de las grandes convergencias en 
la retórica y la práctica en contra del delito. 
Como enfatizan Newburn (2002) y Newburn 
y Jones (2005), el proceso por el que las polí-
ticas criminales son importadas, rechazadas, o 
modificadas necesita ser explicado. Y aunque 
los Estados Unidos emplean tanto amenazas 
como incentivos para alentar la adopción de 
enfoques penales específicos en los países la-

21 En las ultimas décadas, por ejemplo, las presiones 
del gobierno estadounidense para penalizar el cultivo 
de coca en los Andes han llevado a las autoridades a 
reprimir a los infractores relacionados con las drogas 
ilegales de modo más severo (Blanco y Negro, 2005: 
El Deber, 2005) El establecimiento de institutos de 
entrenamiento financiados por los Estados Unidos 
como la recientemente aprobada “International Law 
Enforcement Academy” en El Salvador también sirve 

Las bases culturales de la hiperpenalidad

Otro cuerpo de literatura sugiere que los 
cambios recientes en el discurso en torno en 
torno al delito son manifestaciones de sensi-
bilidades culturales que se han modificado, 
atribuibles, de acuerdo a algunos, a las condi-
ciones sociales de la modernidad tardía (Ver, 
por ejemplo, Garland 2000, 2001; Young, 
1999) El libro de David Garland La Cultura 
del Control (2001) ofrece el argumento más 
conocido y exhaustivo de este tipo. Garland ar-
gumenta que las transformaciones en el campo 
del control social en los Estados Unidos y el 
Reino Unido reflejan la naturaleza cambiante 
de “sensibilidades culturales”—estructuras de 
sentimientos y maneras de pensar y de hablar— 
acerca del crimen, el orden y la seguridad en 
las condiciones de modernidad tardía. Especí-
ficamente, Garland sugiere que las relaciones 
sociales, económicas y culturales característi-

cas de la modernidad tardía engendran riesgos, 
inseguridades y problemas de control nuevos, 
todos los cuales socavan el apoyo al complejo 
penal–welfare e incrementan el apoyo hacia 
respuestas severas frente al delito. Garland 
identifica varias dimensiones de la organi-
zación social de la modernidad tardía que, 
el sostiene, han contribuido al agravamiento 
de los “problemas del control” y engendrado 
ansiedad difusa y miedo: la dinámica moder-
nizadora de la producción capitalista y el inter-
cambio de mercado, la entrada de un número 
creciente de mujeres en la fuerza de trabajo, 
los cambios en la ecología social y la demo-
grafía (especialmente la suburbanización y la 
creciente separación entre el ámbito doméstico 
y el trabajo), la propagación de los medios 
electrónicos, especialmente la televisión, y la 
democratización de la vida social y cultural 

como vectores para la transmisión de estilos y estra-
tegias de actividad policial. E incluso sin iniciativas o 
presiones del gobierno estadounidense, muchos gobier-
nos municipales en las Americas han adoptado tácticas 
destinadas a reflejar las prácticas de “tolerancia cero” 
que se hicieron famosas en la ciudad de Nueva York 
(Wacquant, 2003a). Para una historia de más largo al-
cance del involucramiento estadounidense en los mode-
los de actividad policial en Latinoamérica, ver Huggins 
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(2001, 78–89). En conjunto estas manifesta-
ciones de la modernidad tardía incrementaron 
los comportamientos delictivos, debilitaron 
la respuesta estatal al crimen y el desorden, 
y dieron lugar a lo que Garland (siguiendo 
a Giddens, 1990) refiere como “inseguridad 
ontológica” generalizada y difusa. 

Esta perspectiva, aunque convincente, es 
de poca ayuda en los casos de Latinoamérica 
que examinamos aquí. Garland define la mo-
dernidad tardía como 

“…las condiciones y arreglos sociales específicos 
(…) que emergieron en Estados Unidos, Gran Bre-
taña, y en cualquier lugar del mundo desarrollado en 
el último tercio del siglo xx…” (2001: ix). 

Sus argumentos son así en gran medida 
inaplicables a los países del Sur global, donde 
la experiencia de la modernidad tardía ha sido 
bastante diferente.22 Más profundamente, sin 
embargo, la emergencia de análogos “campos 
de control del delito” en países latinoamericanos 
caracterizados por experiencias muy diferentes 
sugiere que algo distinto de la experiencia de la 
modernidad tardía propia de los países del Norte 
está operando. Aunque estamos de acuerdo en 
que la emergencia de un “campo del control 
penal” hiper–punitivo sólo puede ser com-
pletamente comprendido tomando en cuenta 
el contexto socio cultural en el que emerge, 
el énfasis en la experiencia de la modernidad 
tardía propia de los países del Norte no provee 
ventajas analíticas para el análisis de los desa-
rrollos penales en el Sur global. La experiencia 
de la modernidad tardía propia de los países 

del norte no puede dar cuente de la tendencia 
generalizada hacia la mano dura  en marcha a lo 
largo de gran parte de América Latina.

Otros investigadores han sugerido que una 
aceleración del proceso asociado con la globa-
lización ha tenido consecuencias ontológicas 
y culturales que pueden estar relacionadas con 
el aumento de la punitividad. En su profun-
damente influyente libro Las Consecuencias 
de la Modernidad (1990), Anthony Giddens 
subraya los efectos ontológicos desestabili-
zadores de la globalización tal como son ex-
perimentadas a nivel local. Específicamente, 
Giddens afirma que la globalización separa a 
las personas de los marcos, prácticas y normas 
locales de tal manera que cada aspecto del 
comportamiento y la identidad están sujetos 
a una “elección reflexiva”. Este incremento 
en la reflexividad/elección significa que cada 
vez menos está “dado” o “fijado”, un desa-
rrollo que, a su vez, estimula la “inseguridad 
ontológica” difusa y generalizada. Aunque 
Giddens no liga explícitamente este desarro-
llo con el análisis de las tendencias penales, 
la implicancia es que la inseguridad difusa y 
generalizada puede estimular el apoyo al dis-
curso y la política severa en contra del delito

La aseveración de Giddens de que la 
globalización causa inseguridad profunda 
y difusa es también la base de una reciente 
exploración de las conversaciones en torno al 
delito entre residentes de un pequeño pueblo 
en la región central de Inglaterra (Girling, 
Loader y Sparks, 2000). Para estos autores, 
el asunto clave, teórica y sustantivamente, es 
el impacto de la globalización en la relación 

22 La igualación de la “modernidad tardía” con las con-
diciones de las sociedades “avanzadas” es problemáti-
ca también por otra razón: presume que el desarrollo 
es una trayectoria que cada país atraviesa de manera 
aislada. De hecho, los mismos cambios que son vis-
tos por Garland como constitutivos de la modernidad 
tardía se basan en conexiones con el sur global y no 
serían posibles sin la transformación concomitante de 

las economías del Sur. Los países del Sur que alimen-
tan las migraciones y proveen mano de obra y materias 
primas baratas  son así, no menos “tardo–modernos”. 
Sugerir que están atrapados de alguna manara en una 
etapa previa de desarrollo ignora la naturaleza inter-
dependiente del capitalismo global y reitera el pensa-
miento evolutivo, desacreditado hace tiempo, acerca 
del “desarrollo”. 
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de las personas con los lugares y en la forma 
en que piensan y hablan acerca del delito. En 
contraste con quienes afirman que “el lugar” 
disminuye su importancia en una época cada 
vez más global, Girling et al. (2001:11), su-
gieren que la conciencia del lugar se encuentra 
bastante pronunciada, aunque “tiende a ser 
relacional y comparativa”. Ellos sugieren que 
la creciente conciencia de otros lugares (y de 
las personas problemáticas que los habitan) 
figura centralmente en las evaluaciones de las 
personas sobre, y en las reacciones ante, los 
problemas de criminalidad locales. En efecto, 
como señalan, mucho de la conversación en 
torno al delito hace referencia a la protección 
de lugares contra la intrusión de extraños. 
Así, para Girling et al., la mayor conciencia 
de otros lugares causada por la globalización 
altera fundamentalmente la relación de uno 
con el lugar en el cual reside, y, por lo tanto, 
tiene el potencial de intensificar la ansiedad 
acerca del orden y la seguridad. 

Este argumento está ampliamente de-
mostrado en el análisis de Girling et al. de 
un pequeño pueblo en la región central de 
Inglaterra y tenemos la firme sospecha de que 
posee una aplicabilidad empírica más amplia. 
De cualquier manera, como estos autores 
observan, hay razones para sospechar que las 
inseguridades ontológicas asociadas con la 
globalización no se expresan en sí mismas, ne-
cesaria ni automáticamente, como demandas 
por políticas punitivas en contra del delito. En 
efecto, como Girling et al. (2000) enfatizan, 
hay una variación significativa en la medida 
en que las políticas punitivas son aceptadas 
por miembros del público.23 En definitiva, 

incluso si la globalización genera o intensifica 
sentimientos difusos de inseguridad, estas 
ansiedades no necesariamente se expresan 
como demandas por respuestas estatales mas 
severas en contra del delito.

El trabajo de Angelina Godoy (2006) en-
tre las comunidades mayas del altiplano en 
Guatemala ofrece puntos de vista similares. 
En los últimos años, muchas de estas comuni-
dades han participado en “linchamientos”—la 
ejecución de delincuentes sospechosos a 
manos de turbas, a menudo invocados en el 
discurso político como el ejemplo máximo 
del sentimiento popular punitivo. Sin embar-
go, muchos de los entrevistados por Godoy 
expresaban un anhelo por mayor control y 
autonomía, mas que un deseo específico por 
imponer castigos más severos a los delin-
cuentes. Aunque los actores políticos se han 
apoderado de las frustraciones populares para 
proponer sanciones cada vez más severas para 
delitos cada vez menos graves, muchos de 
los entrevistados por Godoy se mantuvieron 
profundamente escépticos sobre cualquiera 
de estas iniciativas estatales.

En conjunto estos análisis intensivos y de-
tallados de las sensibilidades populares dan 
razones para sospechar que la globalización 
puede intensificar las preocupaciones acerca 
del cambio, el orden y el desorden. Sin em-
bargo, también sugieren que el apoyo popular 
a prácticas y políticas penales severas es a 
veces ambivalente o incluso inexistente; las 
consecuencias ontológicas de la globaliza-
ción no se expresan automáticamente como 
demandas por “mano dura”. Mientras que 
las ansiedades difusas acerca del cambio, el 

23 En algunos casos, lo que aparece como un apoyo po-
pular a abordajes punitivos sobre el delito puede ser 
algo completamente distinto. Por ejemplo, Girling et 
al. (2000)  encontraron que muchos adultos querían 
una presencia policial más visible en las calles, no 
porque anhelaran un sistema de combate al delito más 
severo, sino  porque ellos creían que la policía se ha-

bía convertido en parte de una burocracia distante y ya 
no era sensible  a los sentimientos y preocupaciones 
locales. La adhesión de los residentes al típico policía 
inglés que patrulla a pié y está desarmado refleja, por 
lo tanto, un deseo por volver al servicio y los roles de 
vigilancia tradicionalmente atribuidos a la policia in-
glesa, más que un deseo de mayor severidad.
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orden y de la intrusión de extraños pueden ser 
intensificadas por la globalización, y pueden, 
bajo algunas circunstancias, estimular el apo-

Capitalismo Neoliberal e Hiperpenalidad

El hecho de que la tendencia hacia la hi-
perpenalidad en los Estados Unidos, Europa 
Occidental y América Latina se ha producido 
junto al ascenso del capitalismo neoliberal 
global no ha pasado desapercibido. Incluso 
antes de que asuma su forma neoliberal, el 
capitalismo generó dinámicas sociales que a 
menudo provocaron preocupación acerca del 
cambio y dieron un apoyo creciente en favor 
de medidas represivas contra los delincuentes. 
Como Dario Melossi (2001) afirma, el flujo de 
personas a lo largo de las fronteras locales y 
nacionales —un fenómeno que está claramen-
te relacionado con la dinámica capitalista— a 
menudo dispara el miedo y el apoyo a accio-
nes punitivas. Como sostiene Melossi, los 
migrantes han sido asociados durante mucho 
tiempo con el crimen en las representaciones  
de las personas establecidas, y frecuentemente 
alimentaron reacciones punitivas entre estas 
poblaciones.

De hecho, existe mucha evidencia de que 
la reciente intensificación de los factores de 
atracción y expulsión que dan forma a la mi-
gración trasnacional, han fortalecido los mie-
dos acerca del delito, el orden y la seguridad 
en muchos países de destino (Angel–Ajani, 
2003; Calavita, 2001; Hall, Crichter, Jeffer-
son, Clarke y Roberts, 1978; Melossi, 2001, 
2003; Van Swaaningen, 2005). El estudio de 

yo para medidas severas, los procesos por los 
que estas traducciones ocurren o no, requieren 
explicación.

24 Particularmente, Tyler y Boeckmann (1997) descu-
brieron que los habitantes de California que creían que 
la creciente diversidad daba lugar a una declinación en 
la cohesión moral y la solidaridad social, eran quie-
nes más apoyaban la legislación del three–strikes y la 
pena de muerte, y que las preocupaciones acerca de 
la inmigración tenían más impacto en esas actitudes 

que el miedo al delito. De manera interesante, Tyler 
y Boeckmann encontraron que este apoyo no estaba 
primariamente basado en el miedo al delito, sino en la 
sensación de que si la cohesión moral y la solidaridad 
social se han debilitado, las aproximaciones rehabilita-
tivas al delito simplemente no podían funcionar.

Tyler y Boeckmann sobre el apoyo a la legis-
lación de “three–strikes” y otras respuestas 
severas al delito proveen evidencia de que la 
inmigración estimula y desencadena ansiedad 
y apoyo para políticas punitivas en contra del 
delito también en los Estados Unidos.24 Y a pe-
sar de que la investigación sobre las relaciones 
entre la inmigración y el discurso en torno al 
delito ha sido en gran parte situada en el Norte 
global, tanto migraciones entre el mundo rural 
y el mundo urbano como trasnacionales se 
están llevado a cabo en todo el mundo, donde 
las preocupaciones acerca de la erosión de 
las comunidades locales y sus normas son a 
menudo sorprendentemente similares a las 
discutidas por otros investigadores que tra-
bajan en el contexto del Norte (Godoy, 2004; 
Goldin, 1999; Goldstein, 2004). En definitiva, 
parece que las migraciones internas y trasna-
cionales asociadas con el capitalismo global 
(y otros factores) pueden estimular tanto el 
miedo como las respuestas punitivas al delito 

Así, este cuerpo de literatura provee evi-
dencia convincente de que las preocupaciones 
acerca de la migración estimulan el apoyo a 
la retórica y la política punitiva en contra del 
delito. Y sin embargo la retórica y las prácticas 
hiper penales pueden emerger en ausencia 
de controversias significativas en torno a la 
migración, o en casos como el de Guatemala, 
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funcional y necesaria a las políticas sociales 
neoliberales. En un nivel práctico, el estado 
penal administra y contiene 

“desordenes engendrados por la desregulación de la 
economía, la desocialización del trabajo asalariado, 
y el empobrecimiento absoluto y relativo de sectores 
importantes del proletariado urbano” (2003:200). 

Desde este punto de vista, la desregulación 
de la economía está necesariamente acompa-
ñada por la hiperpenalidad, ya que las elites 
buscan administrar las consecuencias sociales 
de la creciente desigualdad causada por el 
neoliberalismo. Wacquant también afirma 
que, simbólicamente, las políticas severas 
dramatizan 

“el compromiso recientemente adquirido por las 
elites de derrotar el monstruo del delito urbano, y 
encajan rápidamente en los estereotipos negativos 
de los pobres, los cuales son presentados siempre 
como la fuente principal de desviación y violencia 
en las calles” (2003:198).
 
Los geógrafos urbanos y los sociólogos 

que trabajan desde una perspectiva político–
económica ofrecen una explicación similar 
de la relación entre esfuerzos de actuación 
policial agresiva en contextos urbanos y el 
neoliberalismo. Estos académicos subrayan 
la emergencia simultánea de “ciudades for-
tificadas”, políticas punitivas contra el delito 
y neoliberalismo. Por ejemplo, Mike Davis 
afirma que en ciudades neoliberales como 
Los Ángeles:

"la defensa de los estilos de vida lujosos se traduce 
en una proliferación de nuevas represiones en el 
espacio y el movimiento, apuntaladas por la ubicua 
“respuesta armada”. Esta obsesión con los sistemas 
de seguridad física, y, colateralmente, con la vigi-

en países donde la emigración es la tendencia 
más importante. Así, mientras que la migración 
trasnacional es a menudo una fuente crucial de 
preocupación acerca del crimen y el desorden, 
especialmente en el Norte global, las actitudes 
populares y las políticas penales pueden volver-
se más punitivas en ausencia de inmigración.

Un cuerpo de literatura relacionado atribuye 
el ascenso de la hiperpenalidad al ascenso 
reciente del gobierno neoliberal, esto es, po-
líticas nacionales y trasnacionales que limitan 
la responsabilidad estatal sobre la provisión 
del bienestar social, facilitan las transacciones 
económicas privadas y favorecen los intereses 
empresariales y las jerarquías establecidas 
basadas en la riqueza.25 En la medida en que 
el neoliberalismo se encuentra en ascenso en 
todo el mundo, este proceso  tiene el poten-
cial para explicar el gran giro hacia la hiper 
penalidad a lo largo de las Américas.

Quizás la articulación más conocida y más 
poderosa de las relaciones entre desarrollos 
penales y neoliberalismo se encuentre en el 
trabajo de Loic Wacquant. Wacquant afirma 
que el crecimiento de las poblaciones sujetas 
a medidas penales en las sociedades “avanza-
das” es una consecuencia del reemplazo del 
aparato de bienestar por el sistema penal como 
“instrumento para gestionar la inseguridad so-
cial y contener los desordenes sociales creados 
en lo más bajo de la estructura de clases por 
las políticas neoliberales de desregulación 
económica y reducción del bienestar social” 
(Wacquant, 2001: 401). Para Wacquant, en-
tonces, la “penalización de la pobreza” está 
“diseñada para administrar los efectos de las 
políticas neoliberales en lo más bajo de la 
estructura social de las sociedades avanzadas” 
(2001: 401), y es por lo tanto la contraparte 

25 Aunque los defensores del neoliberalismo caracteri-
zan este abordaje como el movimiento hacia un mer-
cado “libre” y “desregulado”, el neoliberalismo es de 
hecho posible por  las masivas intervenciones domésti-
cas e internacionales en la economía.   
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lancia arquitectónica de las fronteras sociales, se 
ha convertido en el zeitgeist de la reestructuración 
urbana, una tendencia central en el movimiento de 
construcción del ambiente urbano, emergente en los 
90” (1992: 223)

Críticos como Davis afirman que las 
técnicas arquitectónicas y de vigilancia son 
utilizadas para contener a los socialmente 
indeseables, en un área de la ciudad y para 
intensificar y proteger el aislamiento social de 
las clases medias y altas que buscan “revita-
lizar” la ciudad (ver también Caldeira, 2000; 
Lynch, 2001). Desde este punto de vista, la 
transformación de la economía global explica 
la necesidad de paisajes urbanos estética-
mente agradables y la inmensa popularidad 
de la actividad policial bajo el modelo de la 
tolerancia cero entre las elites urbanas. La 
movilidad creciente de las finanzas y la indus-
tria, asociada con  la desindustrialización y la 
desregulación, ha llevado a muchas ciudades 
a intentar crear un ambiente más hospitalario 
para los inversores y promover fuertemente el 
turismo y el comercio (Cristopherson, 1994; 
Gibson, 2003; Mitchell, 2003; Parenti, 1999). 
Particularmente en ciudades que dependen del 
turismo y de los compradores para su bienes-
tar económico, el “ambiente” en las calles de 
la ciudad se ha convertido en objeto de mucha 
atención oficial. En este contexto, los gobier-
nos municipales a menudo participan en lo 
que Timothy Gibson (2003) llama “proyectos 
de reaseguramiento”: esfuerzos para contra-
rrestar imágenes extendidas de las ciudades 
como lugares de decadencia y peligro, con 
imágenes edulcoradas de utopías de consumo 
e inversión urbanas. El atractivo del modelo 
de actividad policial basado en la teoría de 
las ventanas rotas para los planificadores 
urbanos y funcionarios de la ciudad es, desde 
esta perspectiva, clara: el modelo de actividad 

policial basado en la teoría de las ventanas 
rotas promete facilitar la “revitalización” de 
las áreas céntricas de la ciudad.

En definitiva, este cuerpo de literatura su-
giere que la implementación de las políticas 
sociales neoliberales requiere prácticas hi-
perpenales tanto a nivel local como nacional. 
Ya sea por medio del disciplinamiento de los 
elementos disruptivos de la clase obrera a 
través del encarcelamiento, o por la creación 
de “patios de juegos burgueses” en las ciuda-
des, las políticas hiper–punitivas están, desde 
este punto de vista, funcionalmente integradas 
al neoliberalismo global. Este argumento es 
consistente con, y encuentra apoyo en, los 
estudios que documentan una correlación 
entre bajos niveles de gasto social  y políticas 
social–demócratas, por un lado, y un alto gra-
do de recurrencia  al encarcelamiento, por el 
otro (Ver Becket y Western, 1999; Cavadino y 
Dignan, 2006; Sutton, 2004). Esta perspectiva 
también ofrece una explicación convincen-
te  de la atracción que ejerce el modelo de 
actuación policial de tolerancia cero y otras 
expresiones de la hiper–punitividad para las 
elites políticas a lo largo del hemisferio. En 
efecto, en el Sur global, los esfuerzos para 
tranquilizar a posibles inversores juegan un 
papel no sólo a nivel de la política municipal 
sino también nacional, a medida que gobier-
nos con pocos recursos  compiten para atraer 
inversiones extranjeras necesarias para refor-
zar las economías nacionales convalecientes. 
En el Sur global, no es fundamentalmente la 
imagen de zonas céntricas degradadas la que 
los actores políticos deben contrarrestar para 
reasegurar a los inversores y empleadores 
dubitativos, sino en cambio el espectro de “la 
anomia típica del tercer mundo”, donde los 
turistas o los ejecutivos son vulnerables a los 
secuestros o a las extorsiones y el ambiente 
político local es propenso a levantamientos 

Delito y Sociedad 33 | año 21 | 1º semestre 2012



26

populistas que pueden afectar los derechos 
de propiedad.26,27

Al mismo tiempo, los procesos por los cuales 
el neoliberalismo genera respuestas severas 
al delito, necesita de mayor explicación. El 
argumento de que el neoliberalismo requiere 
la hiperpenalidad para administrar y contener 

“los desordenes generados por la desregulación de la 
economía, la desocialización del trabajo asalariado, 
y el empobrecimiento  absoluto y relativo de sectores 
importantes del proletariado urbano” (2003:200), 

no hecha luz sobre el proceso por el cual 
los problemas relacionados con el delito 
asumen importancia política, ni da cuenta de 
la receptividad popular de las demandas por 
mayor severidad contra el delito. Además, 
este argumento exagera el grado en el cual las 
políticas y prácticas hiper–punitivas  reducen 
el conflicto social y alivianan los efectos del 
neoliberalismo. No está claro que las políticas 
penales duras administren realmente las disrup-
ciones sociales causadas por el neoliberalismo, 
excepto por el hecho de lograr, a veces, la “con-
tención” y segregación espacial a nivel local. 
En efecto, el mismo Wacquant enfatiza que la 
implementación de la hiperpenalidad en Bra-
sil y otros países latinoamericanos “promete 
producir una catástrofe social de proporciones 

26 En efecto, las evaluaciones sobre climas y riesgos 
de inversión– como las que son provistas por el Foro 
Económico Global en su Reporte de Competitividad 
Global– prestan especial atención a cuestiones de se-
guridad calificando a los países como más competiti-
vos cuando se cree que estos interfieren menos con las 
transacciones económicas. Estas calificaciones, a su 
vez, afectan el proceso de toma de decisiones de los 
inversores.
27 En este contexto, los gobiernos promueven frecuen-
temente un sistema de justicia en dos niveles (Domin-
go, 1995) donde es prometida, y a veces impartida,  
una justicia severa sobre aquellos delincuentes que 
eligen como blanco turistas, extranjeros o a la clase 
empresaria, mientras que los casos de pequeños deli-

históricas” (2003:197). La adopción de estas 
políticas no puede ser explicada en términos 
de una función que no realizan.

Finalmente, este enfoque deja sin explicar la 
persistencia del giro punitivo aún cuando mu-
chos países sudamericanos desafían el modelo 
del neoliberalismo global.28 Y como va a ser 
ilustrado en la discusión de nuestros tres casos, 
la movilización del discurso en contra del delito 
en respuesta a las luchas por la democracia, 
precede al ascenso del neoliberalismo.

En suma, los investigadores que buscan 
explicar la convergencia general alrededor 
de la retórica y la práctica severa en contra 
del delito han identificado un número de 
explicaciones plausibles de esta tendencia 
a lo largo de los Estados Unidos y Europa 
Occidental. Mientras que algunas de estas 
explicaciones son inaplicables en el Sur 
global, varios factores —transferencia de 
políticas, globalización y neoliberalismo— 
atraviesan la frontera Norte–Sur e influyen 
indudablemente en ambos hemisferios. Sin 
embargo, el proceso por el cual la mano dura 
ha surgido y ha sido legitimada a lo largo de 
las Américas requiere de mayor explicación. 
Las dinámicas políticas son el medio crucial a 
través del cual las preocupaciones acerca del 
crimen y el desorden son definidas, enmarca-
das y canalizadas; las percepciones populares 

tos contra víctimas pobres, languidecen desatendidos 
en sistemas nacionales de justicia ineficientes.
28 Desde el año 2000, aproximadamente, países como 
Brasil, Venezuela, Bolivia, Argentina, Ecuador, y Uru-
guay han elegido administraciones de izquierda cuyas 
políticas desafían el modelo neoliberal en diversos gra-
dos. Sin embargo estos cambios en la política oficial no 
han sido necesariamente acompañados por una reduc-
ción en la punitividad de la política de la justicia penal. 
De hecho, los estados y las sociedades están fractura-
dos, son heterogéneos, y a menudo contradictorios. Sin 
un análisis de los procesos que producen políticas es-
pecíficas, las afirmaciones acerca de la punitividad in-
herente al neoliberalismo pueden sugerir una relación 
demasiado directa entre estos dos grandes cambios.
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sobre estos asuntos y las opciones políticas no 
brotan naturalmente de algún elemento de la 
condición social globalizada o neoliberal. Ade-
más, una explicación exhaustiva de la tendencia 
en el hemisferio debe explicar tanto las fuentes 
populares de apoyo a la mano dura como su 
popularidad entre las elites políticas y econó-
micas. Finalmente, notamos que en la literatura 
existente no se han relacionado las luchas por 
la democracia y la ciudadanía por un lado, y los 
desarrollos penales por el otro. Aunque estamos 

de acuerdo en que la globalización y el ascenso 
del neoliberalismo son desarrollos importantes, 
las historias de caso presentadas a continuación  
sugieren que quienes se oponen a la expansión 
democrática han empleado el discurso punitivo 
acerca del delito, leyes y prácticas penales 
duras para limitar las demandas de derechos 
políticos y económicos mucho antes que estas 
tendencias comenzaran su ascenso (ver también 
Adamson, 1983; Hay, 1992; Manza y Uggen, 
2006; Wacquant, 2003b)

A pesar de la existencia de explicaciones 
convincentes sobre la  tendencia hacia la 
hiper–penalidad, creemos que un análisis mas 
orientado hacia el proceso tiene el potencial 
de arrojar luz en cómo y por qué la demanda 
de mano dura se volvió común a lo largo del 
hemisferio. En la siguiente discusión de tres 
casos americanos, le prestamos atención espe-
cial al contexto en el cual los discursos y las 
prácticas severas en contra del delito fueron 
adoptados en tres países caracterizados por 
intensas luchas políticas por la democracia. 

Democratización, neoliberalismo e hiperpenalidad en las Américas

Buscamos identificar los modos en que dichas 
expresiones de “mano dura” han sido retorica 
y políticamente útiles para aquellos en busca 
de limitar la profundización de la democracia 
y la extensión de los derechos de ciudadanía. 
A continuación, nos basamos en nuestras pro-
pias investigaciones y en el trabajo de otros 
autores para graficar como estos procesos 
se desarrollaron en Brasil, Guatemala y los 
Estados Unidos —las mayores economías de 
América del sur, central y del Norte, respec-
tivamente. 

A lo largo de Latinoamérica, el discurso de 
ley y orden ha sido invocado repetidamente 
para justificar o mantener restricciones a los 
derechos democráticos. De hecho, como Greg 
Grandin (2004) sugiere, el ascenso y caída de 
las dictaduras a través del siglo XX pueden 
ser entendidos como el resultado de las luchas 
inter–institucionales por la democracia y la 
reforma social. Fue precisamente en reacción  
a la democratización que ocurrió a mitad de 

siglo que las fuerzas de la elite movilizaron 
a los militares para tomar el poder ejecutivo 
en el nombre del orden.29 Etiquetando a sus 
oponentes políticos como “delincuentes” 
y “agitadores”, los dictadores de derecha 
legitimaron su proyecto político como una 
“defensa de la democracia”, incluso cuando 
ellos mismos desmantelaban los cimientos de 
este régimen político. Este etiquetamiento de 
izquierdistas, reformistas e incluso trabajado-

Democracia y Penalidad en Brasil, Guatemala y Estados Unidos

29 En muchos países de América Latina, las nuevas 
constituciones que se establecieron a mediados del 
Siglo XX, legalizaron los sindicatos y partidos de iz-
quierda, reconocieron los derechos de las mujeres y de 

grupos marginados, y posibilitaron la redistribución de 
la tierra a los campesinos, entre otros avances (Grandin, 
2004). Estas constituciones, claramente ampliaron los 
derechos democráticos, aunque de jure y no de facto. 
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res humanitarios o miembros del clero que 
atendían a los pobres como “delincuentes” 
fue un componente clave en el terrorismo 
de Estado.

Estos procesos son muy evidentes en Brasil. 
Desde 1964 a 1966, la Operaçâo Limpeza, 
a nivel nacional, fue llevada a cabo bajo el 
liderazgo del presidente instalado por  los mi-
litares, General Castelo Branco. Esa campaña 
apuntaba a eliminar de los puestos estatales 
a izquierdistas como parte de un esfuerzo de 
“rehabilitación moral” (Huggins, Haritos – 
Fatouros, y Zimbardo, 2002:64). La limpieza 
dio lugar a detenciones masivas a través de 
razzias que se llevaron a 50.000 personas 
bajo custodia policial, solo en los primeros 
tres meses de dictadura (Huggins et al., 2002: 
64). Los policías, como Huggins et al. (2002) 
muestran en una investigación reciente sobre 
el  entrenamiento policial durante ese periodo, 
fueron formados para considerar a los defen-
sores de la democracia, los izquierdistas, y a 
todos los asociados a los derechos humanos 
o a la justicia social, como “delincuentes”. 
La retórica de ley y orden por lo tanto se 
movilizó en un intento por proteger a la elite 
privilegiada de la democratización y de las 
reformas socioeconómicas.

En Guatemala, también, en 1954 el gol-
pe contra el reformista Jacobo Arbenz fue 
seguido de una serie de razias en las cuales 
demócratas y reformistas etiquetados como 
criminales y “agitadores”  fueron detenidos, 
y a menudo, asesinados. Como el testimonio 
de la Comisión por la Verdad patrocinada por 
Naciones Unidas mas tarde reveló, la policía 
militarizada impuso una “justicia” brutal 
no solo a los simpatizantes de la guerrilla 
e izquierdistas (incluidas monjas, alfabeti-
zadores, y otras personas involucradas con 
brindar servicios básicos a los pobres) sino 

también a pequeños delincuentes, incluidos 
los borrachos (Godoy, 2006).30 A principios 
de la década del 80, se prohibió a los medios 
de comunicación usar la palabra “guerrillas”; 
solo se permitió utilizar los términos “terroris-
tas”, “subversivos” y “bandas delincuentes” 
(Black, Jamail y Chinchilla, 1984:126). El 
intento de definir a aquellos que se oponían 
al gobierno autoritario como delincuentes 
fue claramente un intento de deslegitimar su 
causa política. 

El retorno a la democracia constitucional 
a lo largo de Latinoamérica posterior a la 
finalización de la Guerra Fría, hizo posible 
el ejercicio de ciertos derechos, garantizados 
por primera vez, a mediados de siglo. Las 
constituciones acuñadas en ese momento 
reconocieron a grupos antes marginados 
tales como los indígenas. Los Acuerdos de 
Paz comprometieron a los estados a grandes 
reformas socio–económicas. En este marco,  
nuevas agencias estatales fueron creadas 
para corregir desigualdades históricas (por 
ejemplo en la distribución de la tierra) (ver 
Jonas, 2000; Pearce, 1998). Sin embargo, 
para algunos miembros de las elites, la pro-
fundización de la democracia abrió una vez 
mas la posibilidad del cambio económico y 
social (y nuevamente representó una amenaza 
para sus privilegios arraigados). Como señala 
Paul Chevigny, en este contexto “las presiones 
para utilizar el miedo al delito con el fin de 
obtener ventaja política son enormes”  (2003: 
83), particularmente  cuando los políticos se 
enfrentan a nuevos electorados, afectados 
negativamente por las políticas que se han 
puesto en marcha.   

La tentación de usar el discurso en torno 
al delito para asegurar los privilegios de las 
elites y oponerse a los logros democráticos, 
es evidente en la tendencia hacia lo que Che-

30 Para mas información sobre la tortura en Guatemala, 
ver Harbury (2005)
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vigny (2003) llama “populismo del miedo”. 
Por ejemplo, en Sao Paulo, Brasil, políticos 
de derecha (y partes del público en general), 
adjudicaron el crecimiento de las tasas de 
delito al intento de limitar la violencia policial, 
después de la dictadura militar.31 (Chevigny, 
2003). Las recientes campañas políticas 
muestran aún más la centralidad del discurso 
en torno al delito en relación a los esfuerzos 
por limitar la democratización. Por ejemplo, 
Luiz Antonio Fluery Filho, gobernador de Sao 
Paulo a fines de la década de 1980, insistió 
que el blanco de la violencia policial, no 
eran los pobres, sino delincuentes de mala 
vida (Chevingny, 2003:87–88). A pesar de 
la sospecha generalizada de que la policía 
es corrupta, muchos brasileros expresan su 
apoyo a la violencia policial extralegal, par-
ticularmente contra los pobres y personas de 
color que viven en las favelas, y son asociados 
a la criminalidad en el imaginario popular 
(Caldeira, 2000; Holson y Caldeira, 1998). 
Como Caldeira (2000:51) sugiere:

“El incremento del delito violento desde mediados 
de la década de 1980 obviamente aumenta la inse-
guridad a las ya intensificadas ansiedades por la 
incertidumbre económica, la inflación, el desempleo, 
los movimientos sociales y la transformación política. 
Las discusiones acerca del miedo al delito revelan la 
angustia producida cuando las relaciones sociales no 
pueden ser más descifradas y controladas de acuerdo 
a viejos criterios. A pesar de que hay muchos aspectos 
positivos de la desintegración de las viejas relaciones 
de poder en Brasil, es también claro que muchos 
grupos sociales reaccionaron negativamente a la 
ampliación del escenario político y la expansión de 
derechos. Estos grupos encontraron en el problema 
del delito una manera de articular su oposición”.

También en Guatemala, las discusiones 
sobre el control del delito han dominado las 
elecciones nacionales desde fines de la década 
de 1990, y en los últimos años, los candidatos 
han luchado para superarse unos a otros en 
asegurar al publico que ellos son “duros contra 
el delito” (The Economist, 2004a, 2004b). La 
preocupación general por el crecimiento de la 
tasa de delito le brindó una oportunidad a los 
políticos conservadores para demandar una 
reversión de la “permisividad” de la democra-
cia, sugiriendo que es la “decadencia moral” 
mas que la pobreza la raíz de la ola delictiva 
actual (Godoy, 2006). El referéndum de 1999 
sobre los Acuerdos de Paz ofrece un claro 
ejemplo. En el referéndum, los ciudadanos 
eran llamados a votar un paquete de medidas 
necesario para implementar las reformas so-
cioeconómicas especificadas en los acuerdos. 
La legislación incluía la prohibición de la 
participación de los militares en la actividad 
policial, así como también el reconocimiento 
de lenguajes y practicas legales indígenas, 
como legitimas en una sociedad multicultural. 
En la etapa previa al voto, los conservadores 
enfatizaron que la implementación de dichas 
reformas darían lugar a “derechos especiales” 
para los indígenas. El referéndum fracasó, 
condenando a los Acuerdos de Paz a la no 
implementación (Carey, 2004). En lugar de 
la extensión de los derechos socioeconómicos 
–en sí mismos un vehiculo para hacer frente 
al delito en una sociedad atravesada por altas 
tasas de pobreza y desempleo– las fuerzas 
conservadoras han ofrecido políticas cada vez 
más punitivas en contra del delito, incluyendo 
razzias militares a barrios pobres, condenas 
mas largas, y ampliación del uso de la pena 
de muerte (Godoy, 2006).

31 En Brasil, el control del delito esta primariamente a 
cargo de los gobiernos estaduales, y como resultado, 
es en las campañas electorales estaduales más que en 
las nacionales, que el discurso severo en torno al delito 
es más utilizado. 
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En resumen, la retórica y las políticas de ley 
y orden fueron puestas en marcha a mediados 
del siglo XX en Latinoamérica, y nuevamen-
te, en décadas más recientes, a medida que 
los conservadores luchaban para limitar la 
expansión democrática. En los últimos años, 
Estados recientemente democratizados han 
permitido a sus fuerzas de seguridad vigilar 
las fronteras étnicas y de clase, en el nombre 
de la seguridad y la estabilidad.  Si bien la im-
portancia del discurso en torno al delito es sin 
duda alimentada por un crecimiento real del 
delito en algunos países, incluida Guatemala, 
es traducido hábilmente en apoyo a la hiper–
punitividad a través de un discurso elitista 
que entiende que las causas del delito son la 
expansión de la democracia y la decadencia 
moral (en lugar, de la pobreza o la exclusión 
social). En este sentido, los conservadores 
buscan legitimar de hecho, e incluso de dere-
cho, la negación de los principales derechos 
democráticos. Como resultado del ascenso 
de este entramado discursivo, se han redirec-
cionado recursos, de las reformas sociales, a 
los esfuerzos de lucha contra el delito, neu-
tralizando el potencial transformador de los 
recientes movimientos democratizadores. 

Al mismo tiempo, en Estados Unidos, las 
elites políticas en busca de dar marcha atrás 
con la expansión democrática, han hecho hin-
capié  en el delito y el castigo, en un intento 
por legitimar sus metas políticas. En los años 
‘50 y ’60, el movimiento por los derechos 
civiles buscó ampliar los derechos democrá-
ticos, incluido el derecho al voto a grupos pre-
viamente excluidos. Como en muchos países 
latinoamericanos, este y otros movimientos 
democratizadores, provocaron una reacción 
vigorosa que ha dominado la política esta-
dounidense desde entonces (Edsall y Edsall, 
1991). A pesar de que no se ha hecho un gran 
esfuerzo para eliminar los derechos formales 
extendidos como resultado de la lucha por 

los derechos civiles, la era posterior  ha sido 
dominada por actores políticos conservadores 
que buscan asegurar que la extensión de esos 
derechos formales no implique la resignación 
de recursos financieros u oportunidades ins-
titucionales.  

Como en Latinoamérica, este proyecto 
político implicó una dependencia importante 
del discurso sobre el delito. Esta dinámica 
se volvió evidente luego de la decisión de 
la  Corte Suprema en 1954 en el caso Brown 
versus Board of Education, cuando los acti-
vistas por los derechos civiles a lo largo del 
Sur usaron la desobediencia civil en un intento 
para forzar a los Estados sureños reluctantes 
a eliminar la segregación en las instalaciones 
publicas. Gobernadores sureños y oficiales 
de la policía en busca de asegurar el apoyo 
al derecho a la segregación en los estados 
del sur, caracterizaron sus tácticas como 
“criminales” y sugirieron que la emeregencia 
del movimiento por los derechos civiles era 
un indicador de la decadencia de la “ley y el 
orden”. La retórica en torno al delito se volvió 
preponderante en el discurso político, cuando 
los políticos sureños demandaron la represión 
de los “matones”, “agitadores”, “turbas” e 
“infractores de la ley”, que desafiaban la 
segregación  y la privación de derechos de 
los negros (ver Beckett, 1997; Caplan, 1973; 
Cronin, Cronin y Milakovich, 1981).

Esta retórica, fue mas tarde movilizada por 
políticos conservadores, opuestos tanto a la 
extensión de derechos civiles, como al  progra-
ma de “guerra contra la pobreza” del gobierno 
de Kennedy (Beckett, 1997; Katz, 1989). En 
1964, el candidato Goldwater basó la mayor 
parte de su campaña electoral en un discurso 
sobre “la ley y el orden” que combinaba un 
énfasis en la amenaza del “delito callejero” 
con una visión del gobierno que enfatizaba 
su rol en mantener una economía “libre” así 
como también “la ley y el orden”.
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“Esta noche hay violencia en nuestras calles, co-
rrupción en nuestros funcionarios más altos, falta 
de objetivos en la juventud, ansiedad entre nuestros 
ancianos… La seguridad frente a la violencia do-
méstica, tanto como frente a la agresión extranjera 
es la forma elemental y el propósito fundamental de 
cualquier gobierno, y un gobierno que no puede cum-
plir con este propósito es un gobierno que no puede 
reclamar la lealtad de sus ciudadanos. La historia 
nos muestra que nada prepara más el camino para la 
tiranía que el fracaso de los funcionarios públicos en 
mantener las calles a salvo de agresores y bandidos. 
Nosotros los Republicanos buscamos un gobierno que 
atienda el clima fiscal, fomentando una economía 
libre y competitiva y reforzando la ley y el orden”.32

Aunque la candidatura de Goldwater para la 
presidencia fracasó, este tipo de retórica fue 
puesta en marcha por oponentes conservado-
res al movimiento de los derechos civiles y 
sociales en las décadas siguientes. El énfasis 
de la retórica en los peligros de los crímenes 
callejeros y el desorden, fue bastante útil para 
aquellos que buscaban reconstruir una imagen 
pública de los pobres y de los recientemente  
habilitados para ejercer sus derechos civiles 
como peligrosos extraños, para limitar la 
expansión y profundización democrática. 
Como Michael Katz (1989:185–186) sugiere 
“cuando los pobres se vuelven amenazantes 
se transforman en la underclass”. 

Así, aunque superficialmente con respecto 
al delito, la manera conservadora de encasillar 
el problema del delito puede ser entendida 
como una respuesta a los movimientos de de-
rechos civiles y sociales, y fue  un componente  
de una reacción mucho mas amplia sobre las 
políticas públicas (ver Beckett, 1997; Hall et 
al. 1978; Katz, 1989; Melossi, 1993). Esta 
relación se hace bastante más explicita en la 

retórica conservadora sobre el tema, como en 
esta cita del Gobernador Reagan 

“Aquí en la nación más rica del mundo, donde se 
cometen más crímenes que en cualquier otro país, 
nos dicen que la respuesta a este problema es re-
ducir nuestra pobreza. Esta no es la respuesta… la 
función del gobierno es la de proteger a la sociedad 
del delincuente, y no a la inversa (citado en Beckett, 
1997, énfasis agregado)” 

A través de los años, incluso muchos legis-
ladores liberales dieron su apoyo al discurso 
y política severos contra el delito. Los resul-
tados de esta convergencia política son bien 
conocidos, e incluyen la adopción de políticas 
que han resultado en un experimento sin pre-
cedentes de encarcelamiento masivo. 

En resumen, la extensión de los derechos 
democráticos que ocurrió a mediados del siglo 
XX, provocó en muchos países americanos un 
considerable reacción entre los conservadores, 
aparentemente preocupados por los efectos 
desestabilizadores de las nuevas promesas 
de inclusión. En este contexto, los oponentes 
a la profundización de la democracia invoca-
ban cada vez más el lenguaje del crimen y el 
castigo. Varios factores ayudan a explicar el 
atractivo que ejerce la retórica severa contra el 
delito entre las elites políticas que se oponen a 
la profundización de la democracia. Primero, 
porque el discurso punitivo en torno al delito 
ostensiblemente apunta a las conductas pro-
blemáticas mas que a unos grupos sociales 
en particular, esto aparenta ser universal, y se 
ajusta bien a la norma de equidad formal, que 
es el sello de la democracia liberal. Al mismo 
tiempo, el discurso punitivo en torno al delito 
frecuentemente ha “codificado” significados 
que habilitan a aquellos que lo movilizan a 

32 “Discurso de aceptación de Goldwater a la conven-
ción GOP”, New York Times, 17 de julio de 1964, ci-
tado en Beckett (1997) 

Delito y Sociedad 33 | año 21 | 1º semestre 2012



32

explotar la hostilidad o el miedo entre los 
grupos sociales. Como resultado el discurso 
punitivo en torno del delito puede proveer 
medios “legítimos” para estigmatizar a los 
mismos grupos que buscan ampliar y profun-
dizar la democracia. Las discusiones sobre el 
delito son frecuentemente una manera velada 
aunque emocionalmente poderosa de desacre-
ditar a aquellos que luchan para obtener una 
parte de la torta política.33 Además, el énfasis 
en la amenaza del delito y el desorden ofrecen 
a los conservadores una manera de legitimar 
su visión parcial de los derechos de los ciu-
dadanos. Enfatizando la amenaza del crimen 
y la obligación de los gobiernos de reforzar 
la seguridad (definida restingidamente), la 
retórica del crimen y el castigo provee a los 
conservadores una oportunidad de legitimar 
una versión delgada de la democracia. 

Este lenguaje no se ha impuesto desde arri-
ba de manera autoritaria, sino que a menudo 
resuena en muchos miembros del público. La 
retórica punitiva puede aprovechar las ansie-
dades latentes y difusas sobre migración, glo-
balización, inequidad y cambio social, como 
han sostenido otros investigadores. Además, 
como sugerimos, esta retórica resuena en 
miembros de grupos sociales que han sufrido 
o temen sufrir, pérdidas materiales o simbó-
licas como resultado de la democratización. 
Por ejemplo, en  Estados Unidos, la retórica 
de la ley y el orden se ha popularizado espe-
cialmente entre miembros de grupos sociales 

que disfrutaban de algunos privilegios bajo 
el sistema anterior, muchos de los cuales han 
llegado a creer que los recientemente “eman-
cipados” representan una amenaza real a su 
seguridad y bienestar. Específicamente, los 
votantes de clase trabajadora blanca, quienes 
abandonaron su tradicional lealtad política 
al Partido Demócrata en la era posterior a la 
lucha por los derechos civiles, así lo hicieron 
en respuesta a su percepción de que al apoyar 
a la Ley de Derechos Civiles y los programas 
de guerra contra la pobreza, los demócratas 
estarían siguiendo “intereses especiales” (es 
decir, de los negros) (Edsall y Edsall, 1991; 
Omi y Winant, 1986). Como Bobo (2007) 
ha mostrado, es el resentimiento racial –el 
miedo a la pérdida de recursos, privilegios 
y status– lo que alimenta el apoyo a las 
políticas punitivas en contra del delito. En 
efecto, aquellos que mas se opusieron  a las 
reformas sociales y raciales, fueron también, 
los mas receptivos a las demandas de ley y 
orden (Beckett, 1997).34 En resumen, el apoyo 
popular al discurso y políticas severas contra 
el delito, puede  reflejar una preocupación por 
las lealtades cambiantes del Estado, en la me-
dida en que importantes protecciones de de-
rechos implican mayor atención y beneficios 
para desventajados. Esta dinámica también 
ayuda a explicar el potencial simbólico y el 
atractivo popular de las políticas y la retórica 
hiperpunitivas. 

33 Esto no quiere decir que solo aquellos grupos so-
ciales que se benefician directamente con la expansión 
de la democracia, serán afectados por el cambio hacia 
la hiperpenalidad (aunque en el caso de los Estados 
Unidos, esto ha ocurrido en gran medida). Puede haber 
alguna diferencia entre los grupos que se beneficiaron 
con la democratización y los grupos castigados porque, 
bajo condiciones de igualdad formal, los dirigentes ha-
cen hincapié en el comportamiento, más que en los ras-

gos de status; y porque los políticos que se comprome-
ten con discursos punitivos sobre el delito, influencian 
pero no controlan el cumplimiento e implementación 
del derecho penal.  
34 Irónicamente, fue el éxito de los movimientos de 
derechos civiles en desacreditar  las expresiones mas 
explicitas de sentimiento racista lo que llevo a los po-
líticos a intentar atraer al público con esos mensajes 
racistas “subliminales”. 
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Conclusión 

A lo largo de las Américas, los esfuerzos 
para ampliar y profundizar  la democracia se 
han encontrado con una oposición política 
que enfatiza la amenaza del delito, vincula 
a los “otros” recientemente “empoderados” 
con esta amenaza a la seguridad y busca li-
mitar o revertir la expansión de los derechos 
ciudadanos. La retórica y las dimensiones 
simbólicas del crimen y el castigo son de gran 
utilidad para aquellos que buscan limitar la 
democracia. Las políticas y prácticas que de-
rivan de esta retórica, varían y son, de muchas 
maneras, consecuencias no deseadas del én-
fasis discursivo sobre los peligros planteados 
por aquellos que reclaman por los derechos 
ciudadanos. Al etiquetar a aquellos que han 
recibido recientemente y de modo precario la 
posibilidad de ejercer sus derechos como “de-
lincuentes” y a sus demandas políticas como 
“intereses especiales”, los  conservadores han 
logrado justificar su represión; poniendo de 
relieve la amenaza del delito y la delincuencia, 
los mismos actores políticos han buscado legi-
timar una visión mas restringida del gobierno 
y limitar los derechos de la ciudadanía. Las 
políticas y la retórica hiperpunitivas no son 
necesariamente funcionales, en el sentido de 
que logran gestionar efectivamente los con-
flictos sociales asociados con la adopción de 
políticas sociales neoliberales, pero han des-
empeñado un rol político e ideológico crucial 
en los esfuerzos por limitar la expansión de 
la democracia y, en el periodo reciente, en el 
surgimiento del neoliberalismo.  

¿Cómo podemos explicar la popularidad 
de la hiperpenalidad en el contexto de de-
mocratización? En algunos lugares las altas 
tasas de delito indudablemente aumentan el 
apoyo para respuestas hiperpunitivas. Otros 
factores identificados en la literatura más 
amplia –ansiedades difusas asociadas al flujo 
y cambio global, preocupaciones acerca de la 

migración y la movilidad y las inseguridades 
asociadas al neoliberalismo– pueden también 
ser relevantes. Sugerimos un factor adicional 
también: preocupaciones acerca de la demo-
cratización en si misma pueden apuntalar 
el apoyo a la mano dura. El hecho de que 
grupos previamente excluidos obtengan con 
la democratización algún rol en la vida cívica 
y política significa que otros miembros del 
público  –incluso aquellos que no son parte 
de la “elite”– pueden temer perder privilegios 
aun mínimos y volverse, por ende, recepti-
vos al argumento de que el estado es en la 
actualidad excesivamente considerado con 
los llamados “intereses especiales”. En este 
contexto, el sufrimiento asociado a la pérdida 
de privilegios basados en la raza o en la clase 
o la adopción de políticas sociales neoliberales 
(y en los países del Norte global, la desindus-
trialización) puede ser atribuido plausible-
mente a las políticas públicas que conceden 
algunos beneficios a grupos recientemente 
empoderados. Dejamos la pregunta de si este 
argumento puede ser aplicado o no a otros 
casos, especialmente aquellos de los países 
de Europa Occidental, a investigadores con 
mayor conocimiento sobre esas regiones del 
mundo. Pero el hecho de que el delito ha sido 
politizado por los conservadores europeos 
que también buscan limitar las migraciones 
desde el Sur global puede plausiblemente ser 
visto como evidencia de que, allí también, 
el deseo de limitar el acceso a los derechos 
de ciudadanía puede encontrar expresión en 
demandas por “ley y orden”.

En los casos discutidos aquí –Brasil, Guate-
mala, y los Estados Unidos– los esfuerzos de 
los conservadores para legitimar una versión 
restringida de la democracia fueron amplia-
mente exitosos, el discurso punitivo en torno 
al crimen ganaron fuerza y las políticas y prác-
ticas hiperpenales fueron institucionalizadas.  
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Aún tenemos esperanzas, sin embargo, de que 
este resultado no es inevitable (ver Wacquant, 
2001). Aunque, como sugieren nuestros ca-
sos, el discurso punitivo en torno al delito es 
con frecuencia útil para aquellos que buscan 
limitar los derechos democráticos y legitimar 
una definición reducida de los derechos de 
ciudadanía, no deseamos dar a entender que 
el resultado de estas luchas políticas esta 
predeterminado. En efecto, nuestra crítica 
principal a los relatos alternativos sobre la 
tendencia general a la hiperpenalidad es que 
ponen demasiado poco énfasis en el papel in-
herentemente impredecible de la contestación 
y lucha política. 

En muchos sentidos, la amplia tendencia 
hacia la “mano dura” a lo largo de las Amé-
ricas refleja la más amplia tendencia en el 
gobierno de las sociedades democráticas más 
que cualquier cuestión asociada al delito en si 
mismo. La democracia esta ahora mas ame-

nazada por la imposición de políticas sociales 
neoliberales y políticas severas contra el delito 
que por la derogación de derechos políticos 
formales. Aunque este tipo de derechos de-
mocráticos no han sido derogados de jure en 
Norte y Sur América, la retórica severa contra 
el delito y la visión limitada de la democracia 
que legitiman les ha permitido recortarlos de 
facto. Derechos políticos y sociales continúan 
existiendo en el derecho en los libros, pero 
tienen poco efecto sustantivo, las sociedades 
se mantienen formalmente democráticas e 
igualitarias pero la desigualdad real se ha 
fortalecido. Irónicamente, las políticas puni-
tivas en contra del delito son más propensas a 
exacerbar más que a gestionar los efectos de 
esta desigualdad a medida que pasa el tiempo. 
Por lo tanto su utilidad no se encuentra en los 
efectos prácticos, sino en los marcos discur-
sivos e ideológicos a través de las cuales han 
sido legitimadas.  
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